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TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA
	Radicación:                      
	66001-22-04-000-2015-00265-00, 2015-00266-00, 2015-00267-00.

	Accionante:                      
	Carlos Alberto Simoes Piedrahita, María Alejandra Jiménez Restrepo, Indira Rocha Suárez, Lina Marcela Zapata Castro, Juliana Andrea Londoño Fandiño, Juan Diego Álvarez Candamil, Valentina López Valencia, Julián Ocampo Acevedo, Stefanía Piedrahita y Alejandra Salazar Benítez

	Accionado:
	Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y Otros.   


ASUNTO
Teniendo en cuenta el contenido del auto de trámite proferido por esta Magistratura el 14 de los corrientes mes y año, mediante el cual se ordenó la acumulación de varías tutelas para fallo, bajo el radicado 2015-00265-00; procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda con ocasión de las acciones de tutela que promueven los ciudadanos CARLOS ALBERTO SIMOES PIEDRAHITA, MARÍA ALEJANDRA JIMÉNEZ RESTREPO, INDIRA ROCHA SUÁREZ, LINA MARCELA ZAPATA CASTRO, JULIANA ANDREA LONDOÑO FANDIÑO, JUAN DIEGO ÁLVAREZ CANDAMIL, VALENTINA LÓPEZ VALENCIA, JULIÁN OCAMPO ACEVEDO, STEFANÍA PIEDRAHITA Y ALEJANDRA SALAZAR BENÍTEZ, para que sean amparados sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES

Teniendo en cuenta el número de casos que la Sala revisará, hará un resumen de los hechos con el fin de sintetizar los aspectos fácticos relevantes y permitir un mejor entendimiento de esta providencia.
Expediente 2015-00265-00: Informa el señor Simoes que en virtud de lo establecido en el literal A, artículo 17 del acuerdo PSAA15-10402 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 29 de octubre de 2015, fue nombrado en el cargo de Abogado Asesor Grado 23 en el Despacho del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, mediante resolución No. 042 del 3 de noviembre de 2015, tomando posesión del cargo el mismo día, y empezando a laborar con total normalidad y sin ningún tipo de interrupción. 

A pesar de lo anterior, no fue realizada su inclusión en la nómina del mes de noviembre de 2015, por tanto no se le realizó el pago de su salario, a pesar de que cumplió con sus labores, situación que considera vulneratoria de sus derechos fundamentales al mínimo vital y la vida en condiciones dignas, especialmente cuando su salario es el único ingreso con que cuenta para solventar todos sus gastos y los de su menor hijo. 
Expediente 2015-00266-00: La señora María Alejandra informa que en virtud de lo establecido en el acuerdo PSAA15-10402 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 29 de octubre de 2015, fue nombrada el 30 de octubre de 2015, en el cargo de Oficial Mayor  del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito local con efectos fiscales a partir del 1º de noviembre de este año; Posteriormente el 5 de noviembre de 2015 fue nombrada para ocupar el cargo de Profesional Universitario Grado 16 de ese mismo Despacho a partir del día 6 de ese mes y año. Afirma la libelista que desde el primero de los nombramientos de que fue objeto, ha estado cumpliendo con las funciones propias de su cargo, pero a pesar de lo ello, no fue incluida en la nómina del mes de noviembre del año en curso y tampoco le fue pagado su salario el cual se constituye en su única fuente de ingresos. 
Expediente 2015-00267-00: Indican los ocho accionantes que en conjunto presentaron esta tutela, que en virtud de lo establecido en el acuerdo PSAA15-10402 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 29 de octubre de 2015, fueron nombrados, tal como consta en las distintas resoluciones anexas a la tutela, en el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, a partir del primero de noviembre de este año y sin perder continuidad; Así las cosas, han ejercido sus funciones con total normalidad durante el mes de noviembre del año avante, sin embargo, por problemas de orden administrativo al interior de la Rama Judicial, no fueron incluidos en la nómina del mes de noviembre de 2015 y tampoco se les pagó el salario al cual tienen derecho, situación que vulnera sus derechos al mínimo vital toda vez que su salario es la única fuente de ingresos con que cuentan. 
LO QUE SOLICITAN

De acuerdo a lo narrado, los accionantes solicitan de la judicatura se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial Seccional Risaralda el pago inmediato de sus salarios correspondientes al mes de noviembre del año que avanza, al igual que su inclusión en nómina sin solución de continuidad. 
TRÁMITE PROCESAL
Las acciones de la referencia fueron admitidas en el orden en que llegaron, ordenándose en el auto de admisión la notificación a los accionados y vinculando a otros funcionarios cuya participación en este asunto podría servir para dar claridad al problema planteado.
Adicionalmente, como todos los accionantes solicitaron se les concediera una medida previa, revisado lo que cada uno de ellos allegó al expediente se decidió acceder sólo a la pedida por la señora Alejandra Salazar Benítez, y negando todas las demás ya que no se acreditaba el perjuicio tan inminente que se les causaba como para dar ese tipo de órdenes. 
RESPUESTA DEL ACCIONADO
Coordinadora Área Talento Humano Dirección Seccional de Administración Judicial de Risaralda: Allegó respuesta en la cual informa que a la señora Alejandra Salazar Benítez, ya se le pagó el salario correspondiente al mes de noviembre de 2015, con ocasión de la medida previa ordenada por el Despacho a favor suyo. En lo que respecta a los demás accionantes, indicó que se les cancelaron cuatro días de salario correspondientes a las calendas del 26 al 30 de noviembre de 2015 (fls. 119 a 120).
La Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Pereira: Allega escrito por medio del cual hace un corto pronunciamiento a los hechos narrados en cada una de las acciones de tutela por los accionantes, posteriormente hace un recuento histórico y cronológico de todo lo sucedido respecto al Acuerdo que creó los cargos en los que fueron nombrados los libelistas, indicando con ello las razones por las cuáles no le fue posible expedir el CDP necesario para poder pagar el salario a los funcionarios nombrados con base en ese acuerdo. Por tanto, considera que existió una disparidad de criterios en relación con la disponibilidad presupuestal para la creación de esos cargos, lo que generó una enorme confusión para subsanar ese asunto, lo que implicaba que se pudiera estar frente a un posible daño antijurídico donde está prohibido para la administración pagar situaciones laborales como la presente, sin un acto administrativo superior u orden judicial que así lo exija.  
CONSIDERACIONES
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La proposición de la acción, tiene por objeto el amparo del derecho fundamental al mínimo vital de los accionantes, el cual fue presuntamente vulnerado por parte de la entidad accionada. 
3. Solución: 
Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.

Interpretando esta Colegiatura la manifestación de los accionantes, se advierte la intención de ellos es que se les pague el salario al cual tienen derecho por haber laborado en el mes de noviembre del año 2015.
Antes de entrar a resolver el problema jurídico propuesto dentro del presente asunto, debe la Sala revisar si es o no procedente la presente acción constitucional. 
En ese orden se tiene que tanto el inciso tercero del artículo 86 de nuestra Constitución como los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la tutela que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante bajo una situación de perjuicio irremediable.
Frente al pago de acreencias laborales, en principio la acción constitucional no procede, por cuanto para dirimir tales conflictos el solicitante puede acudir a la jurisdicción laboral o a la contencioso administrativa, según sea la forma de vinculación laboral que ostente, para que allí sea resuelto su asunto; sin embargo, cuando se trata del pago de salarios, la jurisprudencia ha sido un poco más laxa frente al tema, pues la Máxima Guardiana de la Constitución, no puede ser ajena a la realidad social de un país como el nuestro en donde en la mayoría de los casos el salario que las personas obtienen como remuneración por su trabajo, es la única fuente de ingresos económicos con que ellos, y en ocasiones hasta sus familias, cuentan para proveerse una vida digna, por ello recientemente dijo: 

“3.4. En este orden de ideas, cuando se solicite el pago de acreencias laborales y quede demostrado que las acciones correspondientes no brindan la protección requerida a los derechos fundamentales en juego, o cuando se demuestre la inminente ocurrencia de un perjuicio irremediable, debe entrar el juez de tutela a resolver el conflicto[25].  Al respecto, ha dicho esta Corporación que “de manera excepcional puede acudirse a ella [la tutela] para obtener la cancelación de salarios, siempre y cuando éstos constituyan la única fuente de recursos económicos que le permitan al trabajador asegurar su vida digna y cuando su no percepción afecte su mínimo vital”[26].
Así las cosas, se reitera, que el cobro de acreencias laborales es un asunto ajeno a la acción de tutela. Sin embargo, cuando dicho pago de salarios constituye el único medio para que el accionante y su núcleo familiar desarrollen una vida en condiciones dignas, “el mencionado pago [se constituye] en un derecho fundamental de aplicación inmediata destinado a suplir el mínimo vital de las personas en aras de evitar un perjuicio irremediable”[27].”

De acuerdo a lo anterior y aterrizando esas precisiones al caso concreto, encuentra este Juez Colegiado que la presenta acción de tutela resulta procedente toda vez que dado el régimen de inhabilidades e incompatibilidades que rigen a los empleados públicos, lo cual incluye a los empleados de la Rama Judicial, prohíbe que ellos tengan un empleo distinto al cargo público que tienen, por tanto su salario se convierte en su única fuente de ingresos. 

Sobre el mínimo vital: 

El derecho fundamental al mínimo vital ha sido reconocido como tal por la H. Corte Constitucional desde 1992
, tomándolo como un derecho que se deriva de los principios de Estado Social de Derecho, la dignidad humana y la solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la igualdad en la modalidad de decisiones de protección especial a personas en situación de necesidad manifiesta, por ello lo ha definido como “aquella parte del ingreso del trabajador destinado a solventar sus necesidades básicas y del núcleo familiar dependiente, tales como alimentación, vivienda, salud, educación, recreación, servicios públicos domiciliarios, entre otras prerrogativas que se encuentran previstas expresamente en la Constitución Nacional y que además, posibilitan el mantenimiento de la dignidad del individuo como principio fundante del ordenamiento jurídico constitucional [28]”

Así las cosas, es evidente que el derecho al mínimo vital está íntimamente relacionado con el salario o el ingreso que la persona perciba como remuneración por su trabajo o por una determinada actividad económica que ejerce, y de la cual deriva su sustento y en muchas ocasiones también el de su familia, sin embargo esa relación con el salario no hace referencia al salario mínimo, toda vez que no se puede perder de vista que garantizarse una congrua subsistencia no es igual para todas las personas, por ello las consideraciones sobre el tema varían de una persona a otra y por ende deben revisarse las particularidades de cada caso a la hora de brindar su protección. Por ello la Corte Constitucional en sentencia T-157 de 2014 dijo: 
“4.2. También ha aclarado la Corporación[32] que el concepto de mínimo vital del trabajador no debe confundirse con la noción de salario mínimo, como quiera que la “garantía de percibir los salarios y las demás acreencias laborales, se asienta en una valoración cualitativa, antes que en una consideración meramente cuantitativa”[33]. De ahí pues, que la valoración del mínimo vital corresponde a las condiciones especiales de cada caso concreto y no al monto de las sumas adeudadas o a “una valoración numérica de las necesidades biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material del valor de su trabajo”[34].

 

Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional como un concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias particulares de cada caso[35].  En este sentido, la vulneración del derecho al mínimo vital puede establecerse atendiendo a las consecuencias que para la persona tiene la privación de sus ingresos laborales en la situación concreta en que se encuentra.

 

Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de otorgar o negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración concreta de las necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los recursos necesarios para sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo vital se encuentra amenazado o efectivamente lesionado[36].

 

4.3. Ahora bien, cuando se alega como perjuicio irremediable la afectación del derecho al mínimo vital, la doctrina constitucional ha precisado una serie de “hipótesis fácticas mínimas”[37] que deben cumplirse para que el juez constitucional reconozca la vulneración del mínimo vital, como consecuencia del no pago oportuno de los salarios devengados por el trabajador. Tales presupuestos son los siguientes:

 

“1) Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su parte ha cumplido con sus obligaciones laborales;

“2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se presume cuando

a) el incumplimiento es prolongado o indefinido[38]. La no satisfacción de este requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de tutela, o

b) el incumplimiento es superior a dos (2) meses[39], salvo que la persona reciba como contraprestación a su trabajo un salario mínimo[40].

“3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar siquiera sumariamente[41] que el incumplimiento salarial lo coloca en situación crítica[42], dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le permitan asegurar su subsistencia[43].

“4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador[44].  Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los recursos necesarios para hacer efectivo el pago.

“En resumen, las hipótesis fácticas mínimas que deben cumplirse para que puedan (sic) tutelarse el derecho fundamental al mínimo vital mediante la orden de pago oportuno del salario debido son las siguientes: (1) Que exista un incumplimiento salarial (2) que afecte el mínimo vital del trabajador, lo cual (3) se presume si el incumplimiento es prolongado o indefinido, salvo que (4) no se haya extendido por más de dos (2) meses excepción hecha de la remuneración equivalente a un salario mínimo, o (5) el demandado o el juez demuestren que la persona posee otros ingresos o recursos con los cuales puede atender sus necesidades primarias vitales y las de su familia, (6) sin que argumentos económicos, presupuestales o financieros puedan justificar el incumplimiento salarial.

 

4.4. A las anteriores hipótesis fácticas mínimas que deben concurrir en el caso concreto para configurar la inminencia del perjuicio irremediable, se agrega que las sumas que se reclamen no sean deudas pendientes, “en cuyo caso la tutela se torna improcedente para obtener el pago de deudas laborales pues no se está ante un perjuicio irremediable”[45].  La jurisprudencia de la Corte ha sido clara en negar la procedencia del amparo constitucional cuando se trata de hacer efectivo el cobro de deudas pendientes, pues en tales eventos no se está ante la vulneración de derechos fundamentales, ya que está en juego es un interés patrimonial que debe ventilarse ante la jurisdicción ordinaria en su competencia laboral o ante la jurisdicción contencioso administrativa, según sea caso. En consecuencia, no hay lugar a tutelar derecho fundamental alguno pues no se trata de una de aquellas situaciones excepcionales en las que el incumplimiento de una deuda conduce inexorablemente a la vulneración de un derecho fundamental[46].”
Con lo dicho hasta el momento es claro que el concepto de mínimo vital está ligado de modo directo con el trabajo y la remuneración, esto es el salario, que la persona percibe por ello; en ese orden, encontramos que el artículo 53 superior indica que uno de los principios mínimos fundamentales, que se le deben garantizar a un trabajador es el de una remuneración mínima vital y móvil, toda vez que es una manera de mantener el poder adquisitivo del trabajador. 
Con base en lo atrás dicho, es necesario decir que de acuerdo a lo señalado en el Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo –relativo a la protección del salario–, ratificado por la Ley 54 de 1992, se entiende por salario “la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que éste último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o deba prestar". 
Es por ello que , el salario y más precisamente su pago oportuno adquiere una connotación de derecho fundamental dada la dependencia que el trabajador tiene respecto de él como única o principal fuente de ingreso para asegurarse una, por lo menos, mínima subsistencia tanto para sí mismo como para quienes dependen de él, y es apenas justo que ello sea así, puesto que la persona pone toda su fuerza de trabajo, conocimientos, disposición, tiempo y empeño en realizar las tareas para las cuales se le contrata, y lo que espera por ello es recibir una contraprestación de orden económico, la cual regularmente está pactada en el contrato de trabajo, convirtiendose por tanto en una expectativa valida que él se crea, y con base en la que pretende suplir no sólo sus necesidades básicas, sino también aquellas que le ayudan a llevar una congrua subsistencia, toda vez, que como ya se dijo, ese sueldo se convierte en su fuente de ingresos económicos. 
“4. El derecho al pago oportuno del salario.
 
El derecho al pago oportuno del salario es, como lo ha afirmado la Corte, un derecho fundamental que, como tal, merece protección a través del mecanismo de la tutela. Al respecto en la sentencia SU-995 de 1999 esta Corporación sostuvo:

 

"De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el derecho de todos los trabajadores al pago oportuno de su remuneración salarial, es una garantía que no se agota en la simple enunciación de un deber surgido de la relación laboral, sino que se trata de un verdadero derecho fundamental. La cumplida cancelación del salario está íntimamente ligada a la protección de valores y principios básicos del ordenamiento jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, el ideal de un orden justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el cual puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el amparo de la familia como institución básica de la sociedad. […]

 

No puede olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada con la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la subsistencia, reconocido por la Corte Constitucional como emanación de las garantías a la vida (Art. 11 C.P.), a la salud (Art. 49 C.P.), al trabajo (Art. 25 C.P.), y a la seguridad social (Art. 48 C.P.). […]

 

Además, no puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el pago oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la satisfacción de las necesidades de mera subsistencia biológica del individuo, pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individuales ya comentados, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador. Alrededor del trabajo se desarrolla una compleja dinámica social que está ligada a la realización de proyectos de vida digna y desarrollo, tanto individuales como colectivos que, por estar garantizados por la Carta Política como fundamento del orden justo, deben ponderarse al momento de estudiar cada caso particular”.

 

La Corte ha determinado que la falta de pago puntual y completo del salario, imposibilitan al trabajador atender sus necesidades básicas de carácter personal y familiar lo que implica la violación del mínimo vital, el cual se ha entendido como “los requerimientos básicos indispensables para asegurar la digna subsistencia de la persona y de su familia, no solamente en lo relativo a la alimentación y vestuario sino en lo referente a salud, educación, vivienda, seguridad social y medio ambiente, en cuanto a factores insustituibles para la preservación de una calidad de vida que, no obstante su modestia, corresponda a las exigencias más elementales del ser humano”[18]. Tal vulneración al derecho al mínimo vital puede evitarse o subsanarse a través del amparo tutelar, por cuanto el desorden administrativo o los malos manejos presupuestarios que puedan conducir a una cesación de pagos no deben ser soportados por el trabajador o su familia[19].

 

En relación con el incumplimiento en el pago de salarios y la consecuente vulneración del derecho fundamental al mínimo vital, esta Corporación ha señalado las siguientes hipótesis fácticas mínimas que se deben cumplir para que proceda el reconocimiento y pago de los salarios por el juez de tutela:

 

“1) Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su parte ha cumplido con sus obligaciones laborales;

 

2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se presume cuando:

 

a) el incumplimiento es prolongado o indefinido. La no satisfacción de este requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de tutela.

 

b) el incumplimiento es superior a dos meses, salvo que la persona reciba como contraprestación a su trabajo un salario mínimo.

 

3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar siquiera sumariamente que el incumplimiento salarial lo coloca en situación crítica, dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le permitan asegurar su subsistencia.

 

4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador. Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los recursos necesarios para hacer efectivo el pago” [20].

 

En cuanto a esta última hipótesis, la Corte Constitucional también ha considerado que no existe una razón suficiente para dejar de pagar los salarios de los trabajadores, por cuanto éstos se ven afectados en su mínimo vital[21]. Así que la carencia de recursos presupuestales, las dificultades financieras, la insolvencia económica del empleador o cualquier otra razón no justifica el no pago de salarios. Inclusive esta Corporación ha afirmado que tampoco el empleador se releva de esa responsabilidad cuando se encuentra en algún trámite concursal, concordato o acuerdo de recuperación de negocios o en concurso liquidatorio[22].”
 (Negrillas de la Sala)
 
De los casos bajo estudio. 

Con base en todo lo que viene de decirse encuentra la Sala que en el presente asunto todo los accionantes fueron nombrados como empleados de la Rama Judicial, en alguno de los cargos que fueron creados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante el acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015; en dicho acuerdo se estableció en el artículo 95 que: 
“ARTÍCULO 95.- Disponibilidad Presupuestal. Mediante oficio DEAJ15-1163 del día jueves 29 de octubre de 2015, la Doctora Celinea Oróstegui de Jiménez, Directora Ejecutiva de Administración Judicial y los Doctores Santiago Danilo Alba Herrera y Elkin Gustavo Correa León, Directores de las Unidades de Planeación y Presupuesto de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, respectivamente, informaron que se tiene un valor disponible por la suma de $113.393.698.056. 
ARTÍCULO 96.- Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación en la Gaceta de la Judicatura.”
Así las cosas, es claro que se dio a entender que el dinero para pagar los salarios de los empleados de esos cargos nuevos estaba disponible y que por ende los nominadores de cada uno de los distritos judiciales favorecidos con ese acuerdo, podía proceder a nombrar a aquellas personas que consideraran idóneas para ocupar los mismos; situación que efectivamente se dio, tal como lo informaron los actores y como se puede apreciar en cada uno de los cuadernos de tutela. 
Atendiendo esos nombramientos, inmediatamente ellos tomaron posesión de sus cargos, es claro que los libelistas empezaron a ser cobijados por el contenido del artículo 151 de la Ley 270 de 1996, el cual establece: 
“ARTICULO 151. INCOMPATIBILIDADES PARA EJERCER CARGOS EN LA RAMA JUDICIAL. Además de las provisiones de la Constitución Política, el ejercicio de cargos en la Rama Judicial es incompatible con:

1. El desempeño de cualquier otro cargo retribuido, o de elección popular o representación política; los de árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que cumpla estas funciones en razón de su cargo; de albacea, curador dativo y, en general, los de auxiliar de la justicia.

2. La condición de miembro activo de la fuerza pública.

3. La calidad de comerciante y el ejercicio de funciones de dirección o fiscalización en sociedades, salvo las excepciones legales.

4. La gestión profesional de negocios y el ejercicio de la abogacía o de cualquier otra profesión u oficio.

5. El desempeño de ministerio en cualquier culto religioso.

PARAGRAFO 1º. Estas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de licencia.

PARAGRAFO  2º. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial podrán ejercer la docencia universitaria en materias jurídicas hasta por cinco horas semanales siempre que no se perjudique el normal funcionamiento del despacho judicial. Igualmente, con las mismas limitaciones, puede realizar labor de investigación jurídica e intervenir a título personal en congresos y conferencias.

PARAGRAFO 3º. Las inhabilidades e incompatibilidades comprendidas en los artículos 150 y 151 se aplicarán a los actuales funcionarios y empleados de la Rama Judicial.”
Aunado a ello, también les empezó a ser aplicables lo establecido en el numeral 7 del artículo 152 de esa misma norma que consagra que quienes ejercen cargos en la Rama Judicial tiene derecho entre otras cosas, a “Percibir una remuneración acorde con su función, dignidad y jerarquía la que no puede ser disminuida de manera alguna.”.

Por otra parte, se tiene que los actos administrativos de nombramiento de los libelistas fueron debidamente notificados al Área de Talento Humano de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Pereira-Risaralda, sin que funcionario alguno de esa oficina o de los superiores de la misma, se manifestaran respecto a que dichos nombramientos no se debían realizar todavía porque se debía esperar una reglamentación para ello, creando de esa manera una situación de confianza legítima tanto en los accionantes como en sus nominadores; circunstancias que finalmente llevaron a todos ellos a tener un derecho adquirido no una mera expectativa respecto del salario del mes que acaba de pasar. 
En punto de la diferencia entre derecho adquirido y mera expectativa dijo la máxima guardiana de la Constitución:

“7. Derechos adquiridos
 
De conformidad con la jurisprudencia constitucional, los derechos adquiridos son aquellos que han ingresado definitivamente en el patrimonio de la persona. Así, el derecho se ha adquirido cuando las hipótesis descritas en la ley se cumplen en cabeza de quien reclama el derecho, es decir, cuando las premisas legales se configuran plenamente. De acuerdo con esta noción, las situaciones jurídicas no consolidadas, es decir, aquellas en que los supuestos fácticos para la adquisición del derecho no se han realizado, no constituyen derechos adquiridos sino meras expectativas.
 
A este respecto la Corte dijo:
 
La Corte ha indicado que se vulneran los derechos adquiridos cuando una ley afecta situaciones jurídicas consolidadas que dan origen a un derecho de carácter subjetivo que ha ingresado, definitivamente, al patrimonio de una persona. Sin embargo, si no se han producido las condiciones indicadas, lo que existe es una mera expectativa que puede ser modificada o extinguida por el legislador[6]. (Sentencia C-584/97, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz)
 
En cuanto a su ámbito de protección, la Corte ha dicho que, por disposición expresa del artículo 58 constitucional, los derechos adquiridos son intangibles, lo cual implica que no pueden ser desconocidos por leyes posteriores, no obstante lo cual ésta pueda modificar o, incluso, extinguir los derechos respecto de los cuales los individuos tienen apenas una simple expectativa.”

De acuerdo a todo lo anterior, y teniendo en cuenta que el salario que los accionantes reciben como contraprestación por sus servicios a la Rama Judicial son la única fuente de ingreso con que cuentan para prodigasen todo lo necesario para llevar cada uno de acuerdo a su nivel de vida, una congrua subsistencia tanto para si como para quienes dependen de ellos, encuentra esta Sala Especial de decisión, que resulta procedente, y más teniendo en cuenta lo dicho por parte de la Representante Judicial del señor Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Pereira-Risaralda, acceder a la petición realizada por los accionantes en punto de que se les pague su salario del mes de noviembre de 2015, toda vez que es evidente que tienen derecho al mismos.

Ahora bien, como entre de las tutelas acumuladas dentro del presente fallo, se encuentra la de la señora Alejandra Salazar Benítez, y a ella en virtud de la medida previa que se le concediera ya le fue cancelado su salario correspondiente al mes de noviembre del año que avanza (fl. 119); por tanto es viable decir que en su caso existe un hecho superado, toda vez que la entidad encartada ya procedió a pagarle lo que le adeudaba. 
Finalmente, frente a la petición realizada por los accionantes en punto de que se disponga que sus nombramientos se dieron sin solución de continuidad, encuentra este Juez Colegiado que ello no será necesario, pues es de público conocimiento que los nombramientos de los empleados en los cargos nuevos creados por el acuerdo PSAA15-10402 de 2015, se dejaron desde la fecha en que se realizaron, esto es las personas no perdieron su continuidad en el empleo y por ende tampoco los beneficios prestacionales que por ello tienen. 
En conclusión, se habrá de tutelar el derecho fundamental al mínimo vital de los accionantes, y en consecuencia se le ordenará a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Pereira, que de manera inmediata, proceda a realizar el pago del salario del mes de noviembre de 2015, que aún les adeudan, realizando del mismo los descuentos respectivos para seguridad social, parafiscales y los demás descuentos que por nómina ellos tengan. Adicionalmente, se declara que en el caso de la señora Salazar Benítez se dio un hecho superado y por ende no se hace necesario dar órdenes frente a su caso. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Especial de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al mínimo vital de los ciudadanos CARLOS ALBERTO SIMOES PIEDRAHITA, MARÍA ALEJANDRA JIMÉNEZ RESTREPO, INDIRA ROCHA SUÁREZ, LINA MARCELA ZAPATA CASTRO, JULIANA ANDREA LONDOÑO FANDIÑO, JUAN DIEGO ÁLVAREZ CANDAMIL, VALENTINA LÓPEZ VALENCIA, JULIÁN OCAMPO ACEVEDO y STEFANÍA PIEDRAHITA, en contra de la DIRECCIÓN SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL RISARALDA Y OTROS, de acuerdo a las razones dadas en precedencia. 
SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE PEREIRA, que de manera inmediata, proceda a realizar el pago del salario que del mes de noviembre de 2015 aún les adeudan a los accionantes, realizando del mismo los descuentos respectivos para seguridad social, parafiscales y los demás descuentos que por nómina ellos tengan. 

TERCERO: DECLARAR que en el caso de la acción de tutela presentada por la señora ALEJANDRA SALAZAR BENÍTEZ, se ha dado un hecho superado, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. 

CUARTO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CARLOS HERNÁN OCAMPO ORTIZ

Conjuez

MARÍA CRISTINA SIERRA MARÍN

Conjuez

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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